
LA HISTORIA JUZGARÁ A MARRUECOS. 
 
“Hoy nos juzga usted a nosotros y saldremos condenados, pero la Historia le juzgará 

a ustedes. Hagan lo que tienen que hacer, apliquen la ley y el derecho correctamente y no 
se dejen intimidar por presiones externas”.  
 

Estas frases fueron parte del “derecho a la última palabra” de uno de los imputados 
en el Juicio de “Gdeim Izik”, celebrado en el Tribunal Militar de Rabat en el año 2013. Siete 
años después, tras “anularse” dicho juicio y tras una nueva sentencia en 2017 en un Tribunal 
no militar, en Noviembre de 2020, el Reino de Marruecos se sigue retratando para la 
historia, tras la ratificación que la Justicia marroquí ha hecho de las duras y 
desproporcionadas condenas dictadas contra los imputados del grupo de “Gdeim Izik”. 
 

EL mencionado juicio militar, celebrado en el año 2013, era desde el primer 
momento un procedimiento judicial nulo, desde el inicio carecía de legalidad y legitimidad 
para celebrarse. La por entonces recién estrenada Constitución Marroquí, aprobada en 
2011, establecía como nulo de pleno derecho los juicios celebrados en los Tribunales de 
Excepción, siendo el Tribunal Militar de Rabat un claro y evidente ejemplo de dicha 
prohibición, simplemente por ese motivo, el país que presume de enarbolar la bandera de 
la Democracia y los  Derechos Humanos en el continente africano, debería no haber juzgado 
al grupo de “Gdeim Izik” en un Tribunal Militar. 
 
 La sentencia del Tribunal Militar fue anulada por el Tribunal de Casación marroquí, 
pero no fue anulada porque nos encontráramos ante un juicio inconstitucional, contrario a 
derecho, un juicio ilegal según la propia Carta Magna marroquí. El motivo de que el Tribunal 
de Casación Marroquí adoptara tal decisión, se encuentra en que el año 2016, el Comité 
contra la Tortura en 2016 dictaminó que uno de los acusados y condenados, Naama Asfari 
había sido torturado. 
 

Asfari, es uno de los integrantes presos del grupo de “Gdeim Izik”, el cuál la propia 
Justicia marroquí considera líder de las reivindicaciones sociales del campamento de 
protesta levantado a pocos kilómetros del Aaiún, capital del Sáhara Occidental, en el año 
2010. Este activista de derechos humanos, al igual que los demás presos, en el Tribunal 
Militar, en sus declaraciones, manifestó que había sido torturado tras el brutal 
desmantelamiento del campamento de protesta.  

 
Los activistas de Derechos Humanos, manifestaron y relataron en la propia sala del 

Tribunal Militar que tras las detenciones llevadas a cabo en el Aaiún, fueron continuamente 
torturados y algunos de ellos fueron trasladado hasta Rabat en avión, durante la noche. Les 
vendaron los ojos en el avión y durante el trayecto los amenazaban con tirarlos del avión. 
En la sala del Tribunal Militar de Rabat, hubo testimonios de torturas dramáticos, los 
imputados manifestaban que habían declarado ante las fuerzas y cuerpos del orden 
marroquí bajo torturas. Relataron torturas de diversa índole, pero incluso hubo algunos 
testimonios desgarradores de torturas. Un activista de derechos de humanos, manifestó 



que fue violado analmente con una barra de hierro, lo que le ocasionó daños y lesiones 
internas que no fueron atendidas por ningún médico, tardando varios meses en curarse.  
 

El Reino de Marruecos, tras el citado dictamen del Comité contra la Tortura del año 
2016, tenía que teatralizar y demostrar a la comunidad internacional que Marruecos no 
tortura a los activistas de derechos humanos saharauis, tenía que demostrar que Naama 
Asfari no fue torturado, con el claro objeto de deslegitimar y evidenciar al Comité contra la 
Tortura y su resolución. 

 
 La sentencia del Tribunal de Casación, que dejó “sin efecto” el juicio militar de 2013,  

establecía que no existían pruebas, que no existían vínculos entre los acusados y las 
víctimas, de las cuáles ni tan siquiera existían autopsias; por ello, los activistas de derechos 
humanos integrantes del grupo de “Gdeim Izik” fueron juzgados por un Tribunal Penal no 
militar, un Tribunal civil.  

 
Dicho procedimiento penal, culminó con la correspondiente sentencia en año 2017, 

sentencia que nuevamente se argumentó, basándose en las declaraciones de los 
imputados, declaraciones que se obtuvieron bajo torturas, declaraciones falsificadas, y que 
en algunos casos los detenidos tan siquiera firmaron, o fueron firmadas con la huella 
dactilar, obligados por los agentes de las fuerzas y cuerpos de seguridad marroquíes. La 
defensa jurídica de los activistas saharauis, junto a los propios procesados, ante lo que 
consideraron un burdo teatro de cara a la Comunidad Internacional, decidieron no formar 
parte de tal teatralización y decidieron no participar en el procedimiento. 

 
Hace pocos días, Noviembre de 2020, Marruecos desestima el recurso presentado 

por la defensa jurídica de los activistas saharauis y confirma las condenas del Juicio de 2017, 
que a su vez se puede considerar una ratificación, casi un plagio, del Juicio Militar del año 
2013.  

 
Desde el primer momento, los procedimientos a los que han sido sometidos los 

activistas de derechos humanos saharauis de “Gdeim Izik” son nulos de pleno de derecho. 
Nulos de pleno derecho porque el Tribunal Militar era inconstitucional, contradiciendo a la 
propia Constitución marroquí. Nulo de pleno derecho por haberse obtenidos las 
declaraciones bajo tortura, nulo por argumentarse prácticamente las sentencias en dichas 
declaraciones. Nulo de pleno de derecho porque los procedimientos judiciales a los que se 
enfrentaron el Grupo de “Gdeim Izik”, en ningún momento contaron con las garantías y la 
tutela judicial mínima, básica, que un imputado ostenta en cualquier procedimiento penal 
realizado con un mínimo de decencia judicial. 

 
A pesar de lo expuesto, razones más que suficiente para poner en entredicho dichas 

sentencias condenatorias, no podemos olvidar, de partida, como punto de salida, que el 
Derecho Internacional no otorga competencia alguna a Marruecos para procesar y juzgar 
hechos ocurridos en el territorio del Sáhara Occicdental.  



Según la propia Naciones Unidas y según recientes resoluciones del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea, el Sáhara Occidental no forma parte de Marruecos. EL Sáhara 
Occidental es un territorio no autónomo pendiente de descolonizar. Marruecos, es una 
potencia ocupante y por ende, su presencia tan sólo se puede denominar como una 
ocupación, por lo que el Derecho aplicable es el Derecho de la ocupación, los Convenios de 
Ginebra, el Derecho Internacional Humanitario. 

 
Dichas normas, de forma clara prohíbe que un país ocupante pueda juzgar en sus 

Tribunales a personas y hechos ocurridos en el propio territorio ocupado, como es el caso 
del Sáhara Occidental y su capital, el Aaiún, lugar donde en 2010 tuvo lugar las protestas y 
reivindicaciones, del campamento de la dignidad, campamento de “Gdeim Izik”, que fue el 
germen de las posteriores revueltas árabes, conocidas como la “primavera árabe”.  

 
Marruecos ha juzgado al grupo de activistas de “Gdeim Izik”, pero sin dudas, la 

historia juzgará a Marruecos. 
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